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JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA.
EXPEDIENTE: TEEA-JDC-017/2022.
PARTE PROMOVENTE: C. Roberto Tavarez Medina.
[bookmark: _Hlk118886134]RESPONSABLE: Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional.
MAGISTRATURA PONENTE: Jesús Ociel Baena Saucedo.
COLABORACIÓN: Ilse Valeria Díaz Saldívar.

Aguascalientes, Aguascalientes, a diecisiete de noviembre de dos mil veintidós[footnoteRef:1]. [1:  Todas las fechas corresponden al año 2022, salvo precisión en contrario. ] 

[bookmark: _30j0zll]Sentencia que revoca la notificación reclamada, mediante la cual se notifica la resolución definitiva recaída dentro del expediente CNJP-PS-AGU-112/2021, que tiene por fin, la presunta expulsión de la parte promovente como militante del Partido Revolucionario Institucional, dado que, este órgano jurisdiccional considera incorrecto que la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del mencionado partido, la realizara a través de estrados y no de manera personal.

GLOSARIO
	Parte Promovente/ parte actora:
	Roberto Tavarez Medina.  

	Tribunal/Tribunal Electoral: 
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes. 

	Comisión Nacional/:
Autoridad responsable
PRI:
Comisión Estatal:
	Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional.

Partido Revolucionario Institucional.
Comisión Estatal de Justicia Partidaria en Aguascalientes.

	Código Electoral:
	Código Electoral del Estado de Aguascalientes.

	Código de Justicia:
	Código de Justicia Partidaria.

	Estatutos:

	Estatutos del PRI.


	Constitución Federal:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Constitución Local:
	Constitución Política del Estado de Aguascalientes.


	
    
I. [bookmark: _Hlk118915375]ANTECEDENTES. 
[bookmark: _1fob9te]
1. Primer Procedimiento Sancionador. El veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, Antonio Lugo Morales en su carácter de Presidente del Comité Directivo Estatal del PRI en funciones, presentó un procedimiento sancionador en contra de Roberto Tavarez Medina en su carácter de militante del PRI, ante la Comisión Nacional.

1. Cadena Impugnativa[footnoteRef:2]. Inconforme con las actuaciones de la Comisión Nacional, en fecha seis de septiembre de dos mi veintiuno, presentó ante este Tribunal un juicio de la ciudadanía, que se resolvió el día dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno, en el sentido de instruir a la Comisión Nacional remitir la demanda y sus anexos a la Comisión Estatal por ser el órgano facultado para integrar y sustanciar el procedimiento en cuestión.  [2:  Sentencia emitida dentro del expediente TEEA-JDC-142/2021 de este Tribunal Electoral, en atención a lo ordenado en el asunto SM-JDC-987/2021.] 


En ese sentido, Sala Regional Monterrey, del TEPJF[footnoteRef:3], resolvió las inconformidades de la parte promovente, derivando en la reposición de todas las actuaciones de las comisiones de justicia estatal y nacional del PRI.  [3:  Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.] 


1. Reposición de procedimiento de la Comisión Nacional. El día diecinueve de noviembre de dos mil veintiuno, en cumplimiento a lo ordenado por este Tribunal Local y la Sala Regional Monterrey, la Comisión Nacional, ordenó la reposición del procedimiento en el cual se estableció  que la Comisión Estatal era la facultada para  realizar nuevamente la instrucción del procedimiento, iniciando por el emplazamiento personal a la parte denunciada y requerirle para que, una vez contestada la demanda, señalara domicilio para oír y recibir notificaciones en términos del artículo 84 del Código de Justicia.

1. Acuerdo de la Comisión Estatal. El día veinticinco de noviembre de dos mil veintiuno, la Comisión Estatal formuló el acuerdo bajo la nomenclatura CEJPAGS-SGA-AII-004/2021, en el cual se declara competente para conocer el asunto.

1. Notificación personal. El seis de diciembre de dos mil veintiuno, se notificó el acuerdo CEJPAGS-SGA-AII-004/2021 de forma personalísima a Roberto Tavarez Medina. 

1. Contestación de la Denuncia. El día veintisiete de diciembre de dos mil veintiuno, Roberto Tavarez Medina presentó la contestación a la denuncia ante la Comisión Estatal, en el que solicitó se le fuera notificado a través de su correo electrónico.

1. Acuerdo de Admisión. El día veintinueve de diciembre de dos mil veintiuno, la Comisión Estatal recibió y admitió la contestación de la demanda, señalando nueva fecha para audiencia.

1. Notificación del acuerdo de admisión. El día cuatro de enero de dos mil veintidós, se le notificó el acuerdo de admisión antes referido, a Roberto Tavarez Medina a través de su correo electrónico.

1.  Requerimiento de la Comisión Estatal. El día seis de enero de dos mil veintidós, se requirió a las partes que señalaran domicilio legal para oír y recibir notificaciones, dicho requerimiento fue notificado a través del correo electrónico a la parte promovente.

1. Presentación de escritos de alegatos y Audiencia. El día trece de enero de dos mil veintidós, se llevó a cabo la audiencia de pruebas y alegatos ante la Comisión Estatal, en la que comparecieron ambas partes por escrito. 

1. Acuerdo de Resolución de la Comisión Nacional. Previa propuesta de resolución efectuada por la Comisión Estatal, el día ocho de septiembre de dos mil veintidós, la Comisión Nacional finalmente emitió proyecto de resolución en el resolvió expulsar del PRI a la parte actora, quien fue notificada por estrados.

1. Juicio de la Ciudadanía. El once de octubre, se recibió en este Tribunal promoción presentada por la parte promovente, mediante el cual informó la interposición de un Juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía ante la Comisión Nacional en fecha treinta de septiembre y que, en esa fecha, la propia Comisión como autoridad responsable, no había tramitado de conformidad con el artículo 311 del Código Electoral Local. 

1. Turno y requerimiento. En esa misma fecha, se turnó el expediente a la Ponencia de la Magistratura en Funciones a cargo de Jesús Ociel Baena Saucedo y se requirió a la autoridad responsable el trámite y la remisión de la demanda a las instalaciones de este Tribunal.

1. Remisión del Expediente, Radicación, Admisión y Cierre. En fecha catorce de noviembre, en cumplimiento al requerimiento hecho por esta autoridad, remitió las constancias del juicio que se resuelve y en su oportunidad, la Magistratura instructora, radicó el expediente, admitió la demanda y declaro cerrada la instrucción.

II. COMPETENCIA. De conformidad con lo previsto en los artículos 1, 2, 9 y 10, fracción, IV, 12 y 13 de los Lineamientos para la tramitación, sustanciación y resolución del Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, el Juicio Electoral  y Asunto General, competencia del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes  y  artículo 9 del Reglamento Interior, este Tribunal es competente para conocer y resolver el juicio de la ciudadanía promovido en contra de la de la notificación de resolución dictada por la Comisión Nacional (CNJP-PS-AGU-0112/2021), en la que presuntamente se resolvió sobre la expulsión como militante del PRI de la parte promovente.

III. [bookmark: _Hlk119172698]CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.  La autoridad responsable en su informe circunstanciado refiere que la demanda presentada por la parte actora es extemporánea por haberse presentado fuera del plazo legal previsto por la normativa electoral, por considerar que la notificación combatida si fue realizada conforme a derecho, de conformidad con el artículo 84 del Código de Justicia.

Al respecto, este Tribunal considera que debe desestimarse la causal de improcedencia planteada por la autoridad responsable, lo anterior, porque precisamente la causa de pedir de la parte promovente, consiste precisamente en determinar la legalidad de la notificación relativa a la resolución que pone fin al procedimiento, por lo tanto, conforme al artículo 301 del Código Electoral, en el que se prevé que el plazo comienza a computarse desde que debidamente se notificó, o en su defecto, se tuvo conocimiento del acto, es que se tiene por presentado oportunamente en el plazo previsto por la normativa, es decir, dentro de los cuatro días posteriores a que tuvo conocimiento del acto. 

IV. PROCEDENCIA. El juicio de la ciudadanía presentado cumple con los requisitos de procedencia previstos en el artículo 302 del Código Electoral. 

a) Forma.  La demanda fue presentada por escrito, se identificó el acto impugnado, se expusieron los hechos y agravios en los que se basa el medio de impugnación, los preceptos presuntamente violados, así como el nombre y firma autógrafa de la parte promovente.

b) Oportunidad.  Los medios se presentan en tiempo y forma, pues la parte promovente manifiesta que tuvo conocimiento del acto que se combate en fecha veintinueve de septiembre del presente año, presentando el medio de impugnación el día treinta de septiembre del mismo mes, esto es, dentro del plazo legal de cuatro días para impugnar. 

c) Legitimación y Personería.  El juicio de la ciudadanía fue promovido por una persona ciudadana en su calidad de militante del PRI.

e) Definitividad.  Se colma tal requisito, ya que, tanto en los reglamentos partidistas como en el Código Electoral, no se prevé medio de impugnación diverso por el que previamente se pueda combatir el acto que se impugna.
V. AGRAVIOS.   En cuanto a los agravios, y a fin de señalar de manera general los argumentos que hace valer, se hace una síntesis de los mismos, sin que ello constituya una transgresión a los principios de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate derivados de la demanda o del escrito de expresión de agravios, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis.
Es importante retomar lo que ha determinado la Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto a la transcripción de los mismos, jurisprudencia número 2ª./J.58/2010, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN[footnoteRef:4].  [4: Jurisprudencia 2a./J. 58/2010. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. Consultable en la URL:
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Clase=DetalleTesisBL&ID=164618&Semanario=0] 

Cabe señalar que de conformidad con la jurisprudencia 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:5]” así como la diversa de rubro: “DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:6]”, todos los razonamientos y expresiones que aparezcan en la demanda, constituyen un principio de agravio, con independencia de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, por lo que basta que la actora exprese con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que le causa la resolución impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que, con base en ello se pueda advertir de manera plena lo realmente planteado.  [5:  Visible a fojas 117 a 118, del Volumen 1, de la citada Compilación de Jurisprudencia y Tesis en la Materia.]  [6:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 1299.
] 

De igual manera, debe subrayarse que, al tratarse de Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, debe suplirse la deficiencia de la queja en la exposición de los agravios, siempre y cuando ellos puedan deducirse claramente de los hechos expuestos. 

En ese tenor, es importante resaltar que, en apego a los derechos humanos de acceso a la jurisdicción y tutela judicial efectiva contenido en los artículos 17, párrafo segundo de la Constitución Federal; 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y; 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las personas juzgadoras nacionales deben tomar medidas que faciliten que los planteamientos de las partes justiciables reciban un tratamiento tal, que otorguen la máxima protección posible de sus derechos, para lo cual, no debe atenderse únicamente a la literalidad de sus afirmaciones, sino al sentido integral de estas y, en el caso de que el marco jurídico lo permita, a considerarlos en la forma que más les favorezca.

Además, se tiene en cuenta que, para la expresión de la inconformidad, no es necesario que se emplee una determinada fórmula o se siga un silogismo; para tener configurado el agravio, basta con que se señale claramente la causa de pedir, como se razona en la Jurisprudencia 2/98 de la Sala Superior, de rubro: “AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL”

0. Síntesis de los agravios. 
Del análisis del medio de impugnación presentado, se advierte que la parte actora promueve un Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, en contra de todas las actuaciones y la presunta resolución dictada por de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del PRI dentro del expediente CNJP-PS-AGU-0112/2021. 
Referente a las actuaciones, la parte promovente se duele de la forma en que se realizó la notificación de la mencionada resolución que pone fin al procedimiento, considerando que la misma debió realizarse de forma personal conforme a lo que señala el propio Código de Justicia Partidaria del PRI, toda vez, que esta señaló en su escrito de contestación a la demanda un correo electrónico como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones de manera personal, el cual fue convalidado por la autoridad instructora. 
Por lo señalado, la parte promovente considera que la notificación realizada es inconstitucional, pues a su parecer, viola los principios de audiencia previa y seguridad jurídica establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

VI. MARCO NORMATIVO. 

· Sobre el derecho a la asociación política.
El artículo 35, fracción III, de la propia Constitución Federal, establece que la ciudadanía mexicana tiene la libertad de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica con fines políticos del país.
El artículo 79, primer párrafo, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral concede tal derecho político-electoral y, de igual manera el derecho de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, para que en caso de presunta violación pueda hacer valer su derecho[footnoteRef:7]. [7:  Artículo 79. El juicio para la protección de los derechos político-electorales, sólo procederá cuando el ciudadano por sí mismo y en forma individual o a través de sus representantes legales, haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos. En el supuesto previsto en el inciso e) del párrafo 1 del siguiente artículo, la demanda deberá presentarse por conducto de quien ostente la representación legítima de la organización o agrupación política agraviada.] 

En el Código de Justicia Partidaria del PRI, en su Artículo 148  dentro de sus once fracciones, se mencionan cuáles son las violaciones a las normas internas que como consecuencia traen la expulsión definitiva de una persona militante, algunas de ellas hacen referencia a que, en caso de atentar de manera grave contra el partido, propagar principios contrarios, cometer actos de desprestigio contra algún integrante de cualquier rango dentro del mismo partido, provocar divisiones, apoyar actos de proselitismo, se toma la decisión de expulsión definitiva.[footnoteRef:8] [8:  Artículo 148. La expulsión procede por alguna de las causas siguientes: I. Atentar de manera grave, contra la unidad ideológica, programática y organizativa del Partido; II. Sostener y propagar principios contrarios a los contenidos en los Documentos Básicos; III. Realizar acciones políticas contrarias a los Documentos Básicos o a los 54 lineamientos concretos de los órganos competentes del Partido; IV. Realizar actos de desprestigio de las o los candidatos postulados por el Partido u obstaculizar las campañas respectivas. Llevar a cabo actos similares respecto de los dirigentes o sus funciones, u otros que atenten en contra de la integridad moral o la vida privada de candidatas, candidatos, dirigentes, funcionarias, funcionarios o representantes populares priistas; V. Difundir ideas o realizar actos con la pretensión de provocar divisiones en el Partido; VI. Solidarizarse con la acción política de partidos o asociaciones políticas antagónicas al Partido; VII. Promover y apoyar actos de proselitismo de candidatas o candidatos de otros partidos; VIII. Proceder con indisciplina grave, en relación con las determinaciones de las asambleas y demás órganos del Partido; IX. Enajenar o adjudicarse indebidamente bienes o fondos del Partido; X. Cometer faltas de probidad o delitos en el ejercicio de las funciones públicas que se tengan encomendadas; y XI. Presentar de manera dolosa, una denuncia con hechos infundados ante los órganos disciplinarios a que se refiere este Capítulo. Las o los militantes que hayan sido expulsados del Partido, mediante resolución dictada por la Comisión Nacional, en ningún caso podrán solicitar su reafiliación.] 

El artículo 84, del Código de Justicia Partidaria del PRI, establece que en los procedimientos internos de tal instituto político las notificaciones podrán realizarse personalmente, por estrados, oficio, correo certificado, mensajería o vía fax, según se requiera para la eficacia del acto, resolución o sentencia a notificar.
A su vez, impone como carga adicional la obligación de que las partes que actúan en los medios de impugnación deben señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la localidad de la sede de la Comisión de Justicia que se trate, pues en caso de que estas omitan señalar o aportar tal domicilio, éste no resulte cierto o se encuentre ubicado fuera de la ciudad en la que tenga su cede el órgano de justicia partidista, las notificaciones personales se efectuarán a través de estrados y estas surtirán efectos el día y la hora de su notificación.
Por su parte, el artículo 86 de tal ordenamiento interno establece que las notificaciones personales y por estrados de harán a las partes a más tardar al día siguiente de aquel en que se emitió el acto o se dictó la resolución. Asimismo, prevé que las notificaciones que contengan las resoluciones que dicte la Comisión de Justicia Partidaria competente, deberán hacerse personalmente y las demás que se requieran en la sustanciación del procedimiento se realizarán por cédula publicada en estrados.
VII. PRECISIÓN DEL ACTO IMPUGNADO.   El trece de octubre, se presentó ante este Tribunal Electoral el oficio CNJP-OF-SGA-364/2022, mediante el cual se remite un Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales de la Ciudadanía, en contra de las actuaciones y la resolución dictada por la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del PRI, dentro del expediente CNHJ-PS-AGU-112/2022, así como su inconstitucional notificación al no haberse realizado de manera personal, de conformidad con lo estipulado en el Código de Justicia Partidaria del mencionado partido.
VIII. ESTUDIO DE FONDO.  
· Caso Concreto
 Del Juicio de la Ciudadanía presentado por la parte promovente, debe estimarse que medularmente pretende anular los efectos de la notificación por estrados realizada por la autoridad responsable, por la que presuntamente se le notificó indebidamente la resolución definitiva en la que se resolvió sobre la conservación de su militancia en la institución política a la que pertenecía.  
En esa lógica, la parte actora señala que, dentro del procedimiento en su contra, solicitó que las notificaciones personales se le practicaran por correo electrónico, y que fue convalidado por la autoridad instructora.
Además, señala que, ante la indebida notificación, no ha tenido la oportunidad de conocer y en su caso, combatir el contenido de la resolución solicitando entonces que le sean salvaguardados sus derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
[bookmark: _Toc69406591]Por tanto, este tribunal habrá de analizar si los planteamientos expuestos, son fundados o infundados a efecto de determinar si la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, tiene el deber de notificar de manera personal o si la notificación por estrados es suficiente para cumplir con la eficacia de la misma. 
· Determinación de este Tribunal. 
Este Tribunal considera que los agravios presentados por el promovente, resultan suficientemente fundados para reponer el procedimiento y ordenar la debida notificación por las siguientes consideraciones. 
Sala Superior al emitir la jurisprudencia 36/2002, de rubro JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. PROCEDE CUANDO SE ADUZCAN VIOLACIONES A DIVERSOS DERECHOS FUNDAMENTALES VINCULADOS CON LOS DERECHOS DE VOTAR, SER VOTADO, DE ASOCIACIÓN Y DE AFILIACIÓN, determinó que el juicio de la ciudadanía resulta procedente cuando se señalen violaciones a otros derechos fundamentales que se encuentren estrechamente vinculados con el ejercicio de los derechos político-electorales, como lo es el derecho a afiliarse y ser militante de un instituto político, y en el caso que se resuelve, el poner fin a este derecho político-electoral, en perjuicio de la parte promovente, garantizando el derecho constitucional a la impartición de justicia completa y a la tutela judicial efectiva. 
En ese sentido, la Ley Genera del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, establece que la militancia a un partido político, o la libre afiliación, es un derecho que la ciudadanía tiene. 
Al respecto la Sala Superior en el expediente SUP-JDC-79/2019, ha precisado que el derecho de afiliación, entre otros aspectos, establece que no se trata sólo del derecho a afiliarse a un partido político, sino también el dejar de pertenecer al mismo o que se le identifique a dicha persona como perteneciente a uno. 
En ese entendimiento, debemos señalar que la militancia depende de dos circunstancias; la primera: la voluntad pura de la persona ciudadana, es decir, la parte promovente en este caso, tiene el derecho de ser parte o en su caso de solicitar la baja de dicho instituto político; y la segunda: depende del cumplimiento de la normativa de su partido.
Al respecto, la militancia tiene aparejadas obligaciones, en el caso del PRI, el artículo 61 de los Estatutos establece cuales son estos deberes partidarios. 
En ese entendimiento, el artículo 148 del Código de Justicia, establece que en caso de incumplir las obligaciones o realizar conductas contrarias a los principios e ideología del PRI, mediante procedimiento sancionador, será posible una expulsión de la militancia. 
Siguiendo esa lógica, en el caso, tenemos que la parte promovente es parte de un procedimiento sancionador interno, identificado con la clave CNJP-PS-AGU-0112/2021, en el que presuntamente se ha resuelto sobre el estatus de su militancia. 
De conformidad con los autos que integran el expediente, se advierte que la resolución referida concluye que la parte actora debe ser expulsada del instituto político del que se ostenta como militante en activo. 
Así las cosas, la resolución, tiene un carácter vinculatorio que modifica la esfera de derechos de la persona ciudadana que promueve, puesto que se le expulsa del partido, privándosele así del goce de sus derechos político-electorales relativos a la afiliación. 
De tal suerte, se debe señalar que el artículo 14 de la Constitución Federal impone a las autoridades, incluidas las partidistas, que previo a cualquier acto de privación, las personas tengan oportunidad de defenderse cumpliendo las formalidades esenciales del procedimiento. 
En ese sentido, las formalidades esenciales del procedimiento para una notificación efectiva son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: i) la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; iii) la oportunidad de alegar; y iv) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.
En esa lógica, el artículo 84 del Código de Justicia Partidaria del PRI establece que: 
“Artículo 84. Las notificaciones se podrán hacer personalmente, por cédula publicada en los estrados, oficio, correo certificado o mensajería o vía fax; según se requiera para la eficacia del acto, resolución o sentencia a notificar.
Las y los promoventes que actúen en los medios de impugnación deberán señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la localidad donde se encuentre ubicada la Comisión de Justicia Partidaria competente, de no hacerlo, las notificaciones personales se realizarán por estrados, surtiendo sus efectos el día y hora de su publicación. Siguiendo la misma suerte, cuando el domicilio no resulte cierto o éste no se localice.”

En ese entendimiento y acorde con las formalidades que ha establecido la Sala Superior, la notificación de una resolución que modifica la calidad o estatus de militancia de una persona ciudadana, o que en su defecto hace nugatorio el derecho de afiliación, como en el caso, pese a que la parte promovente no ha señalado un domicilio físico, la responsable tiene la obligación de garantizar que ésta conozca la determinación, es decir la notificación deberá hacerse según se requiera para la eficacia del acto. 
En este orden de ideas, la notificación que se desprenda de una resolución que modifica la esfera de derechos político electorales de una persona ciudadana, resulta ineficaz si se realiza a través de los estrados, y esta no cumple con el cometido de dar a conocer a la parte afectada el cambio de su situación. 
Lo anterior, es acorde a la Tesis XII/2019 NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. ES INEFICAZ CUANDO LA RESOLUCIÓN ADOPTADA DEJA SIN EFECTOS DERECHOS PREVIAMENTE ADQUIRIDOS.- que a su literalidad menciona: “De conformidad con los artículos 1°, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se advierte que las garantías de audiencia y debido proceso imponen a las autoridades que emitan una resolución, la obligación de oír a las partes, lo que implica, entre otros aspectos, brindarles la posibilidad de participar o defenderse en el proceso jurisdiccional. En ese sentido, cuando una determinación deja sin efectos un derecho, la notificación por estrados que lleve a cabo la autoridad jurisdiccional electoral es ineficaz, porque no garantiza que el afectado tenga conocimiento pleno de la resolución dictada en su perjuicio, ni el derecho a impugnar en tiempo y forma, por lo que dicha notificación debe realizarse de manera personal a efecto de garantizar, de manera efectiva, una adecuada y oportuna defensa.
Por lo anterior, se advierte que la autoridad responsable, en ningún momento tuvo certeza de la eficacia de su notificación, por lo que no hay evidencia en el expediente de que la parte promovente a la fecha, tenga conocimiento del contenido de la resolución presuntamente notificada. 
Así las cosas, de conformidad con los criterios de Sala Superior en diversos expedientes, como el SUP-JDC-1377/2020 y SUP-JDC-1171/2020, toda notificación debe garantizar la certeza de su eficacia. 
Además, para este Tribunal, no pasa desapercibido que, de las constancias que obran en el expediente, tanto la Comisión Estatal como la Nacional, justifican la notificación por estrados al señalar que se realizaron emplazamientos a efecto de solicitar a la promovente un domicilio para notificar, siendo que durante la cadena impugnativa, este Tribunal en el expediente TEEA-JDC-142/2021, así como las resoluciones recaídas al mismo de Sala Regional Monterrey, precisaban que las notificaciones deben ser personales. 
Asimismo, del expediente se desprende que tanto las comisiones partidistas, contaban con el domicilio de la parte promovente, lo que se evidencia con el emplazamiento que la misma autoridad responsable realizó de manera personal a la parte actora.
Aunado a lo anterior, de los autos se observa que la promovente, ofreció como domicilio legal un correo electrónico, solicitando que todas las notificaciones le fueran realizadas en forma electrónica, y tal es el caso, que, en dos ocasiones, la Comisión Estatal, instructora en el procedimiento, le notificó acuerdos por este medio, haciéndolo constar en el expediente, pese a que este tipo de notificaciones no se encuentran reguladas en la normatividad interna del partido político.
Por lo tanto, si una notificación no prevista en su normativa se lleva a cabo, esta se tendrá por convalidada, si la autoridad llevó a cabo actos a través de los cuales pudiera considerarse que estuvo consciente del contenido y alcance de sus propias actuaciones, lo anterior, porque generó en la parte actora una expectativa de derecho, máxime, si no se desprende de autos que la autoridad instructora determinara la invalidez del correo electrónico.
En tal sentido, este Tribunal determina que los agravios hechos valer por la parte promovente son fundados, en virtud de que la Autoridad Responsable, tenía los medios para notificar personalmente en un domicilio físico, o en su defecto por correo electrónico, no así, determinó notificar por estrados sin garantizar la eficacia de dicha actuación.
Finalmente, este Tribunal considera que el contenido del numeral segundo del acuerdo de fecha veinte de abril[footnoteRef:9] carece de sustento legal, porque hace valer la preclusión del derecho de la parte promovente, para señalar domicilio en la Ciudad de México, tomando en consideración una supuesta prevención realizada mediante acuerdo de fecha diecinueve de noviembre de dos mil veintiuno, sin embargo, del contenido del referido instrumento, no se desprende prevención alguna a la hoy actora, como puede verse a continuación: [9:  Véase foja 497, segundo tomo, del expediente TEEA-JDC-017/2022.] 

“ACUERDO
…
TERCERO.  La Comisión Estatal de Justicia Partidaria de Aguascalientes deberá notificar personalmente el presente acuerdo, al denunciado ROBERTO TAVAREZ MEDINA, en el domicilio señalado para tal efecto.
CUARTO. Notifíquese personalmente el presente proveído al denunciante ANTONIO LUGO MORALES, en el domicilio señalado para tal efecto. De la misma forma, en términos de los preceptos 68, fracción V y 84 del Código de Justicia Partidaria, se le previene desde este momento, para que señale domicilio para oír y recibir notificaciones, dentro de la circunscripción territorial de la Comisión Estatal de Justicia Partidaria en Aguascalientes, con el apercibimiento que, de no hacerlo así, las subsecuentes, aún las de carácter personal, se realizarán en los estrados de dicho órgano de dirección.
QUINTO. Publíquese en los estrados de esta Comisión Nacional, para los efectos legales a que haya lugar.
…”
De lo antes transcrito, puede observarse, que en el numeral “CUARTO” si se señaló una prevención a Antonio Lugo Morales, y no así a la parte promovente en este juicio, de ahí que el numeral segundo, del citado acuerdo de fecha diecinueve de noviembre carece de debida motivación, ya que, de conformidad con el principio de legalidad y congruencia interna, todos los actos y resoluciones de autoridad, independientemente de su naturaleza, deben sujetarse invariablemente a lo previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a las disposiciones legales aplicables, satisfaciendo la exigencia de fundamentación y motivación.
En tal sentido, la motivación se cumple con la expresión de las circunstancias particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, para lo cual debe existir adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, a fin de evidenciar que las circunstancias invocadas como sustento del acto, actualizan el supuesto normativo del precepto aludido por el órgano de autoridad, de ahí que, si la autoridad pretende hacer valer una prevención que, en la realidad nunca se acordó, es claro que carece de debida motivación y fundamentación, por lo que tampoco puede convalidarse la falta de domicilio de la parte promovente dentro de la circunscripción territorial de la ahora responsable. 
Por tanto, los agravios hechos valer por la parte actora, son suficientes para revocar la notificación por estrados de la que se duele. 
IX. Efectos.
Por lo resuelto, la presente sentencia tiene los siguientes efectos: 
0. Se revoca la notificación por estrados de la resolución CNJP-PS-AGU-0112/2021 de fecha ocho de septiembre de dos mil veintidós.  
0. Se ordena a la Comisión Nacional para que solicite el auxilio a la Comisión Estatal, con el fin de notificar personalmente en el domicilio que obra en autos a Roberto Tavarez Medina, la resolución CNJP-PS-AGU-0112/2021 de fecha ocho de septiembre de dos mil veintidós.  
0. Una vez efectuada la debida notificación personal de la resolución CNJP-PS-AGU-0112/2021, a la parte promovente, se dejan a salvo sus derechos, para que conocido el fondo y los razonamientos de la resolución CNJP-PS-AGU-0112/2021, lleve a cabo las acciones que a su derecho convengan. 

Concluido lo anterior, la Comisión Nacional deberá informar-dentro de las veinticuatro horas siguientes- a este Tribunal, el cumplimiento generado, y a su vez, remitir las constancias que acrediten la certeza de que se llevó a cabo la notificación personal conforme a lo establecido en puntos anteriores. Ello deberá ser atendido en un primer momento a través de la cuenta de correo cumplimientos@teeags.mx ; posteriormente, por la vía más rápida, acompañar la documentación en original o copia certificada.
X. RESOLUTIVOS.
PRIMERO. Se revoca la notificación reclamada.

SEGUNDO. Se ordena a la reposición de la notificación de la resolución recaída dentro del expediente CNHJ-PS-AGU-112/2021.
 
TERCERO. Se instruye a la autoridad responsable, así como a la Comisión Estatal de Justicia Partidaria en Aguascalientes del Partido Revolucionario Institucional, para que procedan de conformidad con el apartado de efectos de la presente sentencia.
Notifíquese.  Como en derecho proceda y en su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido. 
Así lo resolvió el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistraturas que lo integran, ante la Secretaría General de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 
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